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SIGCMA

A partir de hoy 3 de agosto de 2022, quedan las diligencias en secretaría' a j
disposición de quien interpuso recurso de reposición contra la providencia del'/'
VEINTITRES (23) de JUNIO de DOS MIL VEINTIDOS (2022,)^ por el término de' /
dos (2) días de conformidad a lo dispuesto en el Art. 18^"inciso 2° del CP-R.-''
Vence el dia 4 de agosto de 2022. ' "u ' \

Vencido el término del traslado, SI ^ NO Q \ se'pre'sento sustentación del
recurso.
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\ \
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ÉL TORRES QtlIINTERO

\ ' <
Ubicación 102020,
Cohdenado MARCdRÉEL HURTADO HUERTAS
C.C # 312^392

CONSTANCIA TRASLADO REPOSICIÓN

A partir de hoy 5 de Agosto de 2022, quedan las diligencias en secretaria a
disposición de los demás sujetos procesales por por el término de dos (2) días de
conformidad a lo dispuesto en el Art. 189 inciso 2° del C.P.P. Vence el 8 de Agosto
de 2022.

Vencido el término del traslado, SI NO f^^se presentó escrito.

EL SECRETARIO

JULIO NEL TORRES QUINTERO
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO VEINTE DEEJECUCIÓN DEPENAS Y

MEDIDAS DE SEGURIDAD

Bogotá, D. C., veintitrés (23) de junio de dos mil veintidós (2022)

ASUNTO A TRATAR

Se encuentran las diligencias al Despacho con el fin de emitir pronunciamiento en torno a la eventual
concesión del subrogado de la LIBERTAD CONDICIONAL al sentenciado MARCO FIDEL HURTADO
HUERTAS.

1.- ANTECEDENTES PROCESALES

1.1. Mediante sentencia de fecha 5 de noviembre de 2002, el Juzgado 1° Penal del Circuito Especializado de
Cundinamarca, condeno a MARCO FIDELHURTADO HUERTAS,a la pena principal de 40 AÑOS DEPRISION
y MULTA DE 110 S.M.M.L.V, a la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones
públicas por un lapso de 10 años, al haber sido hallado Coautor responsable del punible de SECUESTRO
EXTORSIVO AGRAVADO EN CONCURSO CON HOMICIDIO AGRAVADO, HURTO CALIFICADO
AGRAVADO Y PORTE ILEGAL DE ARMAS DE DEFENSA PERSONAL, negándosele el beneficio de la
suspensión condicional a de la ejecución de la pena y prisión domiciliaria. En el citado fallo resulto condenado al
pago de perjuicios en la suma de $58.500. OOO.oo, más el equivalente a 1.000 gramos de oro.

1.2.-La sentencia fue apelada y confirmada por el H. Tribunal Superior de Armenia - Quindío, Sala de Decisión
Penal, en sede de descongestión, el día 23 de noviembre de 2006.

1.3.- Por los hechos materia de condena, el sentenciado permanece privado de la libertad a saber:

• La primera del 08 de julio de 1995 al 31 de diciembre de 1999.
• La segunda y actual, desde el 18 de marzo de 2008.

1.4.- Con providencia de fecha 14 de septiembre de 2021, este Juzgado negó otorgar el subrogado de la prisión
domiciliaria bajo lo normado en el artículo 38 G del C. Penal y el beneficio de permiso administrativo de salida
penal hasta por 72 horas.

1.5.-Durante la fase de la ejecución de la pena se ha efectuado reconocimiento de redención de pena a saber:
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Providencia Redención

05 de abnl de 2011 Jdo 8 EPMS Bogotá 07 meses - 12.5 días

24 de junio de 2011 }do 8 EPMS Bogotá 01 meses - 7 días

29 de noviembre de 2013 Jdo 8 EPMS Bogotá 10 meses - 3 días

20 de junio de 2014 jdo 8 EPMS Bo^^otá 09 meses -18.75 días

05 de junio de 2015 Jdo 1 EPMS Bogotá 01 meses - 20 días

03 de julio de 2015 ]do 1 EPMS Bogotá 03 meses -12 días

20 de noviembre de 2015 00 meses - 25 días

20 de diciembre de 2017 07 meses -17.75 días

15 de enero de 2019 04 meses - 27.5 días

24 de julio de 2019 03 meses - 9 días

07 de noviembre de 2019 00 meses - 25 días

05 de noviembre de 2020 03 meses -17 días

10 de febrero de 2022 06 meses - 14.5 días

09 de mayo de 2022 01 meses -18 días

23 de mayo de 2022 00 meses - 8 días

Fecha de la providencia 01 meses - 8.5 días

Total: 56 meses - 243.25 días
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2.- DE LA PETICIÓN.

Elsentenciadosolicitala libertad condicional, al considerar que cumple con los requisitosobjetivos y subjetivos de
la norma, para su otorgamiento.

3.- DE LA LIBERTAD CONDICIONAL

El artículo 471 del C. de P.P., impone que a la solicitud de libertad condicional debe adjuntarse la resolución
favorable - vigente - emitida por el director del reclusorio, el aval del consejo de disciplina o en su defecto del
director del establecimiento, copia de la cartilla biográfica - debidamente actualizada -, y de los demás documentos
que acrediten las exigencias previstas en el C.P., requisitos estos que se erigen como presupuesto de
procesabilidad para posibilitar al funcionario ejecutor de la sanción el estudio de la petición del subrogado.

A su turno el artículo 64 del C.P. {Modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), establece los presupuestos
sustanciales básicos para la concesión del subrogado, esto es, que el interno haya descontado las tres quintas partes
(3/5) de la pena impuesta (lo que se ha denominado factor objetivo), y que el Juez pueda suponer fundadamente
conforme el desempeño y comportamiento observado en el reclusorio que no hay necesidad de continuar con la
ejecución de la pena, amén de que se encuentre debidamente demostrado el arraigo familiar y social del condenado.

En el presente asunto las tres quintas partes de la sanción equivalen a 288 MESES, dado que la pena es de 480
MESES o loquees igual a 40 AÑOS DE PRISIÓN, como se reseñó en el acápite de losantecedentes procesales. Si
se tiene en cuenta el lapso de privación de libertad, el condenado ha efectuado a la fecha un descuento físico así:

1995 -- 05 meses - 24 días

1996-- —12 meses - 00 días

1997-- —12 meses - 00 días

1998 - - 12 meses - 00 días

1999-- —12 meses - 00 días

2008 - - — 09 meses - 14 días

2009 - - 12 meses - 00 días

2010-- 12 meses - 00 días

2011-- 12 meses - 00 días

2012 - - 12 meses - 00 días

2013-- —12 meses - 00 días

2014 - - 12 meses - 00 días

2015-- 12 meses - 00 días

2016-- —12 meses - 00 días

2017-- —12 meses - 00 días

2018-- 12 meses - 00 días

2019-- —12 meses - 00 días

2020 - - 12 meses - 00 días

2021 - - —12 meses - 00 días

2022 - - — 05 meses - 23 días

total - - - -223 meses -• 61 días

Anterior guarismo se adiciona las redenciones de pena (56 meses - 243.25 días), por lo que se totaliza como
descuento depena,289 MESES - 4.25 DÍAS, concluyéndose quesatisface laexigencia cuantitativa mínima prevista
por el legislador para acceder al sustituto.

Ahora bien, el sustituto de la libertad condicional ha sufrido distintas modificaciones, en principio, la Ley 599 de
2000,establecía, en el artículo 64: que "eljuez concederá la libertadcondicional al condenado a penaprivativa dela libertad,
cuando haya cumplido las tres quintas partes de lacondena, siempre que de su buena conducta enelestablecimiento carcelario
pueda el Juez deducir, motivadamente, que no existe necesidad para continuarcon la ejecución de la pena. No podrá negarse
el beneficio de la libertad condicional atendiendo a las circunstancias y antecedentes tenidos en cuentapara la dosificación de
la pena. Elperíodo de prueba seráelquefalte para el cumplimiento total de la condena".
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La Ley 890 de 2004^ modificó la Ley 599 de 2000 y señaló que el juez puede conceder la libertad condicional al
condenado a pena privativa de la libertad, siempre y cuando cumpla los siguientes requisitos: 1) previa valoración
de la gravedad de la conducta punible, 2) cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena y, 3) su buena
conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no
existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso su concesión estará supeditada al pago total de
la multa y de la reparación a la víctima.

Por su parte, la Ley 1453 de 2011,2 modificó la Ley 890 de 2004, consagró que el juez podrá conceder la libertad
condicional al condenado a pena privativa de la libertad previa valoración de la gravedad de la conducta punible,
cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena y su buena conducta durante el tratamiento penitenciario
en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la
pena. En todo caso, su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima o se
asegure el pago de ambas mediante garantía personal, prendaria, bancada o mediante acuerdo de pago.

Ahora, a pesar de la regulación normativa expuesta, resulta inescindible el estudio del artículo 64 en consonancia
con el artículo 68 A, el cual ha sido modificado por las Leyes 1142 de 2007,1453 de 2011,1474 de 2011, y 1773 de
2016 en los que se indica, en forma expresa y concreta, los casos en los que no hay lugar a beneficios y subrogados
penales.

La norma aludida ha sido objeto de las siguientes modificaciones: La Ley 1142 de 2007^, determinó que no se
concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad de suspensión
condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva de
la prisión; ni habrá lugar a ningún otio beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios
por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por
delito doloso o preterintencionaldentro de los cinco(5) años anteriores.Estanorma fue modificadapor la Ley1453
de 2011,4 artículo 28, que adicionóla proliibiciónde lossubrogados penales o mecanismossustitutivos a la persona
que haya sido condenada por uno de los siguientes delitos: cohecho propio, enriquecimiento ilícito de servidor
público, estafay abuso de confianza que recaigan sobre los bienesdel Estado, concusión, prevaricato por acción y
por omisión, celebración de contrato sin el cumplimiento de los requisitos legales, lavado de activos, utilización
indebida de información privilegiada, interés indebido en la celebración de contratos, violación del régimen de
inhabilidades e incompatibilidades, tráficode influencias, peculado por apropiación y soborno tiansnacional.

El artículo 13 de la Ley 1474 de 2011^ consagró que no tendrán derecho a beneficios o subrogados quienes hayan
sido condenados por delitos contra la AdministraciónPública,estafa y abuso de confianza que recaigan sobre los
bienes del Estado, utilizaciónindebida de informaciónprivilegiada, lavado de activosy soborno transnacional. Lo
dispuesto en el presente artículo no se aplicará respecto de la sustitución de la detención preventiva y de la
sustitución de la ejecución de la pena en los eventos contemplados en los numerales 2, 3,4 y 5 del artículo314de
la Ley 906 de 2004, ni en aquellos eventos en los cuales se aplique el principio de oportunidad, los preacuerdos,
negociaciones y el allanamiento a cargos. Posteriormente fue expedida la Ley 1773 de 2016.

Adicional, en ese compendio normativo,debe tenerseen cuenta la Ley40de 1993, norma vigentepara la épocaen
que se cometieron los ilícitos flS de abril de 1995) donde se establecía que:

"DE LOS DELITOS EN PARTICULAR

ARTÍCULO lo. EL SECUESTRO EXTORSIVO. El que arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona con el
propósito de exigir porsu libertad unprovecho ocualquier utilidad, opara que sehaga u omita algo, oconfines publicitarios
o de carácter político, incurrirá en prisión de veinticinco (25) a cuarenta (40), años y multa de cien (100) a quinientos
(500) salarios mínimos mensuales.

1Se publicó eneldiario oficial el7de julio de 2004, elartículo 15dispuso que regiría apartirdel 1°de enero de 2005, «con excepción de los artículos
7° a 13», que entraron envigencia enforma inmediata. "Libertad condicional Eljuez podrá conceder lalibertad condicional alcondenado a pena
privativa de lalibertad previa valoración de la gravedad de laconducta vunible, cuando haya cumplido las dos terceras partes de lapena ysu buena
conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la
ejecución de lapena. En todo caso su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la reparación a la víctima. Mediante Sentencia C-
194 de 2005, sedeclaró exequible lanorma enel entendido de que dichavaloracióndeberá atenerse a los términos enquefue evaluada la
gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria parparte del juez de la causa".
2 Vigente a partir del 24 dejunio de 2011.
^ Vigentea partir del 28 dejunio de 2007.
* Vigente a partir del 24 dejunio de2011.
5 Vigente a partir del 12 dejulio de 2011.
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ARTÍCULO 15. EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS YSUBROGADOS. Salvo lo dispuesto en el artículo 17 de este
Estatuto, en el artículo 37 y la rebaja por confesión previstos en el Código de Procedimiento Penal, los sindicados o
condenados por los delitos de que trata esta ley no tendrán derecho a la condena de ejecución condicional, libertad
condicional ni a subrogados administrativos. En los casos del delito de secuestro, no podrán otorgarse la suspensión de
la detención preventiva ni de la condena" (negrilla y subraya nuestra).

Posteriormente, se expidió la Lev 733 de 2002^, la cual estableció la exclusión de beneficios y subrogados penales
cuando se trate de delitos de terrorismo, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, y conexos, no procederán las
rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión; ni se concederán los subrogados penales o mecanismos
sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de
ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni
habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por
colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que ésta sea efectiva.

Así mismo, el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006^ consagra que cuando se trate de delitos de terrorismo, financiación
de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada
y confesión, ni se concederán subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de
condena de ejecución condicional o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la
prisión, ni habrá lugar ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por
colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz.

Entonces, el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, a efectos de conceder el subrogado penal de
libertad condicional, debe revisar si la conducta fue considerada como grave por el legislador de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 68A del Código Penal y los artículos 26 de la Ley 1121 de 2006, y 1098de 2006, si esto es
posible, deberá verificar el lleno de los requisitos objetivoscomo lo son el cumplimiento de la pena exigida por la
ley y el certificado de buena conducta en el sitio de reclusión exigido en el artículo 64 del Código Penal, lo anterior,
teniendo en cuenta la vigencia temporal de las normas que regulan el tema.

Ahora, resulta necesario en este punto traer a colación lo referente con el principio de favorabilidad penal; veamos:
"por regla general, la ley penal rige para las conductas cometidas durante su vigencia, sin embargo, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Constitución Política y el artículo 6° del Código Penal. "En
materia penal, la ley permisiva ofavorable, aun cuando sea posterior, seaplicará de preferencia a la restrictiva odesfavorable."
Con sujecióna la preceptiva citada debe entenderse que la vigencia de una norma se inicia con su promulgación y
finaliza en el momento de su derogatoria, ya sea porque son modificadas, o porque se suprimen de manera expresa.
La excepción opera entonces, cuando la nueva ley es más favorable que la anterior (retroactividad), o cuando la ley
anterior resulta más favorable que la posterior (ultractividad). De otra parte, el principio de favorabilidad no solo
opera frente a las normas sustantivas, sino también en materia procesal,así se establece por el artículo 6° de la Ley
906de 2004, en el que se consagra que la norma permisiva o favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se
aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Frente al principio de favorabilidaden materia penal, nuestra Corte Suprema de Justicia - Sala de CasaciónPenal
- ha señalado que:

"lafavorabilidad constituye unaexcepción al principio de irretroactividad de la ley, pudiéndose aplicar ensu desarrollo una ley
posterior al hecho cometido (retroactividad) o prolongarle sus efectos más allá de su vigencia (idtractividad), siempre que en
algún momento haya regido la actuación y que -desde luego- sea, en uno u otro caso, más favorable al sindicado o condenado.
(...) Así, enel caso desucesión de leyes en el tiempo, si la nueva ley es desfavorable en relación con la derogada, éstaserá la que
se siga aplicando a todos los hechos delictivos que se cometieron durante su vigencia, que es lo que la doctrina denomina
ultractividad de la ley.

La retroactividad, porel contrario, sig)tifica que cuando la nueva ley contiene previsiones más favorables que las contempladas
en la ley que deroga, la nueva ley seaplicará a los hechos delictivos ocurridos con anterioridad a su vigencia.
Sobre este punto debe la Corte señalar que tratándose de la aplicación del principio defavorabilidad en materia penal, no cabe
hacer distinción entre normas sustantivas y normas procesales, pues el texto constitiicional no establece diferencia alguna que
permita un trato diferente para las normasprocesales"^

^Artículo 11 vigenciade la ley a -partirdel 29 de enerode 2002.
7Vigentedesde el 29 de diciembre de 2006.
8C-592 de 2005.
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La jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia ha establecido que para que se
pueda aplicar el principio de favorabilidad deben concurrir: i) sucesión o simultaneidad de dos o más leyes en el
tiempo; ii) regulación de un mismo supuesto de hecho, pero que conlleva consecuencias jurídicas distintas; y iii)
permisibilidad de una disposición frente a la otra.

Cabe destacar que ante los cambios legislativos, específicamente con la expedición de la Ley 906 de 2004, se
presentan distintas situaciones en las que, en atención a la vigencia territorial de la norma, frente a ello: "... se ha
•precisado que: i) la -puesta en marcha gradual del sistema acusatorio de acuerdo con el programa de implantación previsto en
el artículo 530 de la Ley906 de 2004, condujoa una situación particular, en la cual coexisten dosprocedimientos distintos y
excluyentes que se aplican en el país según lafecha y lugar de comisión del delito: el establecido en la normativa anterior, a
casos por conductas realizadas antes del T de enero de 2005 o a partir de estafecha en Distritos Judiciales donde no opere el
sistema acusatorio;y, el nuevo, para delitoscometidos a partir del 1° de enero de 2005 en los Distritos Judiciales seleccionados
para comenzar y gradualmente en los demás..."

Es de anotar que como los hechos de la sentencia ocurrieron el 18 de abril de 1995, existió la transición de normas,
pero en ninguna de ellas se produjo derogatoria, pues la jurisprudencia ha sido clara en estipular que lo normado
en el artículo 11 de la Ley 733 de 2002, con la entrada en vigencia de las leyes 890y 906 de 2004.

De otro lado, frente al presupuesto de corte subjetivo, de la normatividad invocada lo que surge es que no es
solamente el cumplimiento de las tres quintas partes de la pena, por parte del sentenciado, para acceder
automáticamente al mecanismo sustitutivo de la libertad condicional, sino que adicionalmente es potestativa del
juez su concesión, previa valoración de la conducta punible, al igual que el adecuado desempeño y
comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión, que permitan suponer
fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de la pena.

Cabe anotar que la Corte Constitucional en sentencia C-194 de 2005 declaró exequible la expresión "previa
valoración de la gravedad de la conducta punible" contenida en el artículo 5° de la Ley 890 de 2004 y sobre el
punto precisó:

"En los mismos términos, cuando la norma acusada dice que la libertad condicional podrá concederse previa valoración de la
gravedad de la conducta, nosignifica que elJuez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad quede autorizado paravalorar
la gravedad de la conducta. Lo que la norma indica es que dicho funcionario deberá tener en cuenta la gravedad del
comportamiento punible, calificado y valorado previamente en la sentencia condenatoria por el juez de
conocimiento, como criterio para conceder el subrogado penal.

Adicionalmente, eljuicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene unafinalidad específica, cual es la de establecer la
necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario del condenado. Eneste contexto,
el estudio del Juez de Ejecución no se hace desde la perspectiva de la responsabilidad penal del condenado -resuelta ya en la
instancia correspondiente, ante eljuezde conocimiento- sino desde la necesidad de cumplir unapena ya impuesta. En elmismo
sentido, el estudio versa sobre hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en la sentencia condenatoria, cuales son los
ocurridos con posterioridad a la misma, vinculados con el comportamiento del sentenciado en reclusión.

Por ello, lapretendida triple coincidencia de elementos, que configurarían una agresión alprincipio del non bis in ídem, se rompe
como consecuencia de la ausencia de los dos liltimos, pues la segunda valoración no se hace confundamento enelmismo jidcio
ni sobre la base delosmismos hechos" (Negrillas fuera del texto).

Posteriormente, la Corte Constitucionalen decisión C-757 del 15 de octubre de 2014, concluyóque:

"48. En primer lugar es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta
punible de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es exequible a la luzde los principios del non
bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29)y deseparación depoderes (C.P. art. 113).

49. Por otra parte, dicha norma tampoco vulnera la prevalencia de los tratados de derechos humanos en el orden interno (C.P.
art. 93), pues no desconoce el deber del Estado de atender de manera primordial las funciones de resocialización y prevención
especial positiva de lapena privativas de la libertad (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos art. 10.3 y Convención
Americana de Derechos Humanos art. 5.6).

50. Sin embargo, sí se vulnera elprincipio de legalidad como elemento del debido proceso enmateria penal, cuajido el legislador
establece que los jueces de ejecución de penas deben valorar la conducta punible para decidir sobre la libertad condicional sin
darles los parámetros para ello. Por lo tanto, tma norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la
conducta punible de las personas condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad
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condicional es exequible, siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos y
consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al
otorgamiento de la libertad condicional.

51. Finalmente, la Corteconcluye que losjueces deejecución depenas y medidas deseguridad deben aplicar la constitucionalidad
condicionada de la expresión "previa valoraciónde la conducta punible" contenida en el artículo 30 de la Ley1709 de 2014, en
todosaquellos casos en que tal condicionamiento les sea másfavorable a los condenados". (Negrillas fuera del textoj

En decisión AHP 3201-2019, de fecha 8 de agosto de 2019, la Corte Suprema de Justicia, M.P. Dr. Eugenio
Fernández Carlier, hizo alusión sobre el tópico y refirió que la misma Corporación en pronunciamiento STP, 27 de
enero de 2015, Rad 73123 señaló:

"Tenemos entonces que el juez de ejecución de penas y inedidas de seguridad, para conceder el subrogado penal de la libertad
condicional debe, en primer lugar, revisarsi la conductafue considerada como especialmente gravepor el legislador en el artículo
68 A del Código Penal y en los artícidos 26 de la Ley 1121 de 2006 y 199 de 1098 de 2006. Si aplicado esefiltro de gravedad,
resultajurídicamente posible conceder el subrogado, "eljuez debe verificar, tantoel cumplimiento de los requisitos exigidos por
la norma (...).

Ese criterio jurisprudencial ha orientado las decisiones de losjueces de ejecución de penas - viclidda esa Corporación - y la
revisión constitucional de los jueces de tutela. En resumen, la jurisprudencia ha aceptado como razonable y ajustado al
ordenamiento jurídico, que los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad apliquen, en primer lugar, la regla de
excepciones y luego deese primerfiltro de la gravedad de la conducta, pormandato explícito del legislador, procedan a analizar
la aplicación de la regla generalEn este segundo momento del análisis los jueces deben tener en cuenta la gravedad de
la conducta, tal comofue valorada en la sentencia condenatoria. Nohayvulneración algunaenqueese elemento subjetivo
seconvierta enelaspecto centralomotivo principal para negarla solicitud, ello tampoco constituye ima vulneración del principio
non bis in ídem. (...)

En conclusión, eljuez deejecución de penas y medidas de seguridad analizará los requisitos para la procedencia de la libertad
condiciojial previa valoración de la conducta punible, esafacultad no excluye la evaluación de la gravedad de las acciones u
omisiones materializadas porel condenado, tal y como quedó registrado en elfallo condenatorio". (Negrillas fuera del textoj

Ahora bien, siguiendo con los lineamientos del precedente judicial, es decir, el estudio de las demás exigencias
normativas del subrogado pretendido, analizar el comportamiento observado durante el tiempo de reclusión
donde se pueda concluir que el sentenciado no requiere tratamiento penitenciario, si bien no se puede desconocer
la gravedad de los delitos cometidos, así como las circunstancias en su ejecución, que fueron enrostrados por el
Juez Fallador, el Despacho atendiendo lo dicho por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
dentro del Radicado STP-1236-2020 del 30 de junio de 2020, M.P. DR EUGENIO FERNANDEZ CARLIER donde
se expuso:

"(...)Bajo este respecto, esta Corporación haconsiderado que noes procedente analizar laconcesión de la libertad condicional a
partir solo de la valoración de la conducta punible, en tanto lafase de ejecución de la pena debe serexaminadas por los jueces
ejecutores, enatención a que ese periodo debe guiarse porlas ideas de resocialización y reinserción social, lo que de contera debe
ser analizado. Así se indicó.^

i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la alusión a la lesividad de la conducta punible
frente a los bienes jurídicos protegidos porel Derecho Penal, pues ello solo es compatible con prohibiciones expresas frente a
ciertosdelitos, como sucede con el artículo 68 A del Código Penal.

En estesentido, la valoración no puede hacerse, tampoco, con base en criterios morales para determinar la gravedad del delito,
pues la explicación de las distintas pautas que informan las decisiones de los jueces nopuede hallarse en lasdiferentes visiones
de losvaloresmorales, sino en losprincipios constitucionales;

ii) La alusión al bienjuridico afectado essolo una de lasfacetas de la conducta punible, como también loson las circunstancias
de mayor y de menor punibilidad, los agravantes y los atenuantes, entre otras. Por lo que eljuez de ejecución de penas debe
valorar, por igual, todas y cada una de éstas;

iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, segiín lo declarado por el juez que profiere la sentencia condenatoria,
éste es solo uno de los distintosfactores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir sobre la libertad
condicional, pues estedato debe armonizarse conel comportamiento del procesado en prisióny los demás elementos útiles que
permitananalizar la necesidad decontinuarconla ejecución dela penaprivativadela libertad, como bien loes, por ejemplo, la

9 Cfr. STP 15806-2019 rad. 10764419 nov2019.
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participación del condenado en las actividades programadas en la estrategia de readaptación social en el proceso de
resocialización.

Por tanto, la sola alusión a una de lasfacetas de la conducta punible, esto es, en el casoconcreto, soloal bienjurídico, no puede
tenerse, bajo ninguna circunstancia, como motivación suficiente para negar la concesión del subrogado penal. Esto, por
supuesto, no significa que el juez de ejecución de penas no pueda referirse a la lesividadde la conducta punible para valorarla,
sino que no puede quedarse allí. Debe, por el contrario, realizar el análisis completo.

iv) El cumplimiento deesta cargamotivacional también esimportantepara garantizar la igualdady la seguridad jurídica, pues
suponela evaluación de cadasituaciónen detalle y justifica, en cada caso, el tratamientodiferenciado al quepueda llegareljuez
de ejecuciónde penas para cada condenado.

6. Por lo anteriory examinado el plenario, es evidente que las autoridades accionadas incurrieron enfalencias al motivarsus
decisiones, pueselfundamento dela negativa a conceder la libertadcondicional peticionadafue simplemente la valoración dela
gravedad de la conducta, sin sopesar los efectos de la pena hastaese momento descontada, el comportamiento del condenado y,
engeneral, losaspectos relevantes para establecer lafunción resocializadora del tratamiento penitenciario; loquecontraviene lo
establecido en el artículo 64 del Código Penal y el desarrollo que de esa norma han realizado la Corte Constitucional y esta
Corporación".

En tal orden se continúa con el estudio de los demás requisitos establecidos en la ley, se allega la Resolución
Favorable No 02872 de fecha 19 de mayo de 2022, procedente del establecimiento penitenciario. De igual manera
se han remitido certificaciones de calificación de la conducta del sentenciado por parte del centro penitenciario, las
que fueron consignadas en EJEMPLAR, y éste ha realizado actividades en el penal que le merecieron
reconocimiento de redención de pena.

De cara al pago de los daños y perjuicios, tenemos que este aspecto no ha sido acreditado, pues mediante el fallo
de fecha 05 de noviembre de 2002, se evidenció que MARCO FIDEL HURTADO HUERTAS fue condenado a
pagar la suma de CINCUENTA YOCHO MILLONES QUINIENTOS MIL ($58.500.000) PESOSque deberá cancelar
de manera solidaria con los demás condenados y por los daños de índole moral deberá pagar el equivalente a 1000
gramos de oro en moneda nacional.

Respecto al arraigo familiar y social, se advierte que esta exigencia a juicio del Despacho, no está acreditada.

Finalmente, frente al presupuesto de corte subjetivo de la normatividad invocada, en lo que hace referencia a la
valoración de la conducta punible, tenemos que Juzgado 1 Penal del Circuito Especializado de Cundinamarca,
en el fallo proferido el día 05 de noviembre de 2002,calificó y valoró la conducta desplegada por el penado, la cual
de manera incuestionable debe calificarse de extrema gravedad, reflejada en las mismas circunstancias modales
en las que se produjo. Al respecto manifestó;

"(...) peronótese que además dicha conducta punible lofue agravada por cuanto la privación de la libertad duro más de
15 días, todavezquedesde el 18 deabril de1995cuandofue raptada hasta el 13 dejunio delmismo año cuandoseverifico
el levantamiento delcadáverquea laposteresultoser eldeNuiy Constanza, sehabía verificado el lapso de tiempo superior
al antes referido, su liberación estuvo precedida de sendas amenazas a losprogenitores de la mártir en atentar contra la
integridad personal de la infante sino se accedía en la pretensión... (pag 17)

(...) en lo que respectaal homicidio agravado ninguna duda nos embarga, Nury Constanza Bello Bellofue ultimada días
después de haber entregado los progenitores de esta la suma de 57 millones de pesos y, sus captores ante el riesgo que
corrían sobre que posteriormente los reconociera, deciden acabar con la vida de la menor, para lo cual le encomiendan la
tarea de asesinarla a Pedro N. quien acompañado de MARCO FIDEL HURTADO HUERTAS y Nelson Enrique
Babativa Ángel la llevaron a un paraje solitario y allílafulminaron, (pag 18)

(...) igualmentey como así se imputo en elpliego decargos, concurren otras circunstancias deagravación delhomicidio,
cuales son las referidas al estado de indefensión de la víctima e inferioridadfrente a sus homicidas, por cuanto al estar
secuestrada no solose encontraba en absoluta indefensióny ala voluntad de sus rehenes, sino que además en alto grado
de inferioridadfrente al designo de loscriminales que portaban armas letales y se contabanen un numeroplural, quienes
aprovechando la complicidad de la noche la llevaron hasta un paraje solitario donde le perpetraron varios disparos con
arma defuegoy laestrangularon, como si seconsignó en el dictamen respectivo donde seanuncióqueelcuerpopresentaba
signos compatibles conestrangulamiento. (pag 19) "

Indiscutible se torna que se exteriorizó con la comisión del delito, un comportamiento que refleja irrespeto e
irreverencia para la sociedad, así como desconocimiento de la norma penal, no pudiéndose dejar de lado, en
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tratándose de la ejecución de la pena de prisión, las funciones de ésta relativas a la prevención general y a la
retribución justa.

En tales condiciones, la petición de libertad condicional no está llamada a prosperar, por cuanto, del análisis
completo de los requisitos establecidos en la normatividad penal, se determina que no es viable otorgar el
subrogado pretendido, ya que se itera, se debe estimar el comportamiento del penado durante su cautiverio, que
construye un juicio de valor dirigido al pronóstico de readaptación social, máxime cuando el fin de la ejecución de
la pena no solamente apunta a una readecuación del comportamiento del individuo para su vida futura en
sociedad, sino también a proteger a la comunidad de hechos atentatorios contra bienes jurídicos protegidos
legalmente, es decir, se itera, dentro del marco de la prevención especial y general, de manera tal que en cuanto
mayor sea la gravedad del delito y la intensidad del grado de culpabilidad, considerando por supuesto el propósito
de resocialización de la ejecución punitiva, el Estado no puede obviar las necesidades preventivas generales para
la preservación del mínimo social.

Empero, no se deja de considerar el buen comportamiento que en otras ocasiones observa el recluso en su lugar de
presidio, pero debe acotarse que dicha circunstancia tan solo implica que el sentenciado acata los compromisos de
la prisión, sin que dicha circunstancia se desemboque necesaria y fatalmente en el otorgamiento del sustituto, pues
se requiere la confluencia positiva de otros factores que precisamente son los que fallan en el asunto bajo examen.

Enmérito de lo expuesto, EL JUZGADO VEINTE DE EJECUCIÓN DE PENAS YMEDIDAS DE SEGURIDAD
DE BOGOTÁ, D.C.

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR EL SUBROGADO DE LA LIBERTAD CONDICIONAL al sentenciado MARCO FIDEL

HURTADO HUERTAS, de conformidad con lo anotado en precedencia.

SEGUNDO: REMITIR COPIA de este proveído al reclusorio donde se encuentra la condenada para fines de
consulta y obre en su respectiva hoja de vida.

Contra la presente decisión proceden los recursos de reposición y apelación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

CLA lA GUISELLA AN CARDENAS
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Bogotá-10/julio/2022. 
SEÑORES: 
JUZGADO 20° DE EJECUCION DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. 
Calle 11 N° 9ª-24. Edificio Kaysser. 
Ciudad. 
E.S.D. 

                           

REFERENCIA:  PROCESO NI-102020. 
    No. 11001-31-07-001-2002-02562-01. 
 
CONDENADO: MARCO FIDEL HURTADO HUERTAS 

 
ASUNTO:  Sustentación del recurso de reposición en subsidio apelación 

en contra del auto de fecha 23 de junio del 2022. 
 

 

 
 
Respetado(a) señor(a) juez(a): 

De manera respetuosa me permito manifestarle, que descorro el traslado dentro del 
término legal, y procedo a sustentar el RECURSO DE REPOSICION EN SUBSIDIO 
DE APELACIÓN interpuesto contra su providencia de fecha (23) de junio del 2022, a 
fin de que la misma sea REVOCADA, y en su defecto. 

1º). Se aplique el precedente vertical, como las sentencias de constitucionalidad 
de la Corte Constitucional y la jurisprudencia en base al art. 230 superior y en 
consecuencia concederme la LIBERTAD CONDICIONAL prevista en el art. 64 del c.p.p., 
de la ley 599/2000. (versión original) 

2º). Igualmente solicito con todo respeto a su señoría que se refiera a todo el cuerpo de 
la petición planteada inicialmente, toda vez que, en la respuesta se puede evidenciar 
que, si bien realizo un acontecer factico de las normas desde la época de los hechos, lo 
menos cierto es que, el a-quo por ninguna parte de la petición se evidencia que, hubiese 
hecho pronunciamiento alguno en cuanto a las sentencias aplicables a mi caso en 
concreto, en aplicación plena del principio de igualdad, es decir, como no hizo una 
fundamentación adecuada tal decisión es contraria a derecho, y vulneradora del debido 
proceso y por ende se ve afectada mi libertad personal. 

Sin embargo, el a-quo debe tener en cuenta un caso similar, pues, el pronunciamiento 
de la sala del honorable tribunal superior de Bogotá. M.P. EFRAIN ADOLFO MARTINEZ, 
en auto del 16 de junio del 2020, por encontrar fundada la omisión de 
fundamentación de la decisión, revoco la misma, y decreto la nulidad de todo lo 
actuado, bajo el radicado N° 2005-00095-09, para que el a-quo, en ese caso en 
particular, el juez 27 de ejecución de Bogotá, resolviese nuevamente la petición teniendo 
en cuenta todo el cuerpo de la petición inicial, pues, en mi caso en concreto a pesar de 
haber citado dicho precedente él a-quo lo omitió y/o no se pronunció al respecto, es decir, 
hay latente una vía de hecho por omisión del cumplimiento y acatamiento del precedente 
vertical.  

Advierto que si bien es cierto lo anteriormente escrito no es óbice dentro de este proceso, 
lo que si es cierto es que, en principio, es un caso similar y además fue una actuación 
en contra de un despacho inferior que debe acatar las decisiones de los tribunales del 
distrito donde se encuentra, y de no ser asi debe fundamentar del porque se aparta de 
dicho precedente, empero en mi caso en concreto no lo hizo, vulnerando mis derechos 
fundamentales y por ende el de la libertad personal, que hoy día reclama el actor, y lo 
que pretende el actor es que, se pueda evitar a futuro un desgaste judicial y 
administrativo, como acciones de tutela.  Amen. 
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pues, en mi caso se debe realizar el estudio en base solo al art. 64 del c.p.p., de la ley 
599/2000, en aplicación plena del principio de favorabilidad, el despacho en mi caso en 
concreto, NO hizo una debida fundamentación del porque se apartaba del precedente 
vertical, y del precedente constitucional y jurisprudencial. 

Con todo, sin más prejuicios se observa que en esta decisión el despacho incurrió en la 
omisión de cumplimiento del precedente citado en el cuerpo de la petición inicial, fechada 
el 22 de mayo del 2022, por tal razón y atendiendo los criterios de la jurisprudencia, la 
decisión del 23 de junio del 2022, es violatoria de mis derechos constitucionales, creando 
con esta decisión aún más un desgaste administrativo y judicial que se puede observar 
palpablemente. 

Pues, el actor considera que, el despacho en la reposición o el superior jerárquico al 
momento de resolver el recurso de alzada, debe observar la omisión por parte del 
despacho de no haber desarrollado de fondo la petición inicial de libertad condicional 
presentada en mayo 2022, aunado a lo anterior, ni siquiera hizo pronunciamiento alguno 
en cuanto al precedente vertical citado inicialmente, y reiterado en este recurso, puesto 
que, si hubiese atendido tanto lo expuesto en la petición inicial y el precedente vertical, 
no estuviésemos causando desgaste judicial y administrativo, el actor estaría tranquilo 
en el entendido de que en verdad la negativa obedece a criterios positivistas prescriptos 
en la norma legal, empero como en mi caso no ocurrió así. 

pues, la norma, la constitución y la jurisprudencia, han venido trazando una línea en el 
tiempo y el espacio, en el entendido de que, si partimos de la fecha de los hechos, de mi 
caso en concreto, los mismos ocurrieron el 18 de abril del año 1995, cuando aún no 
estaba vigente la ley 733/2002, ni la ley 890 del 2004, ni la 906 del 2004, ni mucho 
menos la ley 1121 del 2006, que trajo consigo la reproducción de las prohibiciones de 
la ley 733 del 2002. 

Pues, el actor respeta la decisión del a-quo, empero no la comparte pues, considero que 
la decisión del despacho del 23 de junio del 2022, obedeció a una interpretación 
equivocada de las leyes posteriores a la fecha de los hechos, y que en mi caso en 
concreto la más favorable es la ley 599/2000, versión original. 

De acuerdo a todo lo anterior, encontramos que, el auto objeto de disenso, el de fecha 
23 de junio del 2022, al momento de denegar la tan anhelada libertad condicional, 
realizo las premisas fácticas haciendo un recuento del acontecer histórico del actor, y se 
puede evidenciar que, pareciera que no hubiese observado la petición inicial, ya que al 
hablar de la libertad, empezó citando el art. 471 del c.p., de la ley 906/2004, en armonía 
con la modificación que hiciera el art. 30 de la ley 1709/2014, al art. 64 del c.p., en su 
versión original, situación contraria a lo citado por el actor en su reiterada petición inicial. 

De acuerdo a lo anterior, también hablo de la ley 890/2004, que introdujo la reforma del 
art. 64 mencionado en el escrito, y sus requisitos, también cito la ley 1453/2011, que a 
su vez regulo la libertad condicional, y sus modificaciones, entre otras leyes,  

A lo largo de este trámite, también hay algo que me llamo la atención y fue las premisas 
jurídicas, donde el a-quo cito las leyes que se encuentran vigentes, y entre ellas cito el 
art. 15 de la ley 40/1993, art. 11 de la ley 733/2002, art. 26 de la ley 1121/2006, y la ley 
1098/2006, y concluyo asi: 
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Posterior a ello hablo del principio de favorabilidad de la ley penal, y de la “regla general” 
cito un fallo de la honorable corte suprema de justicia, también cito otro fallo de la misma 
corporación, que hablaba de la gradualidad e implementación del sistema acusatorio en 
el país, en los términos del art. 530 de la misma normativa. 

Llama la atención al actor este párrafo donde habla de la fecha de los hechos, de la 
transición de normas, y que en ninguna de ellas se produjo la derogatoria al parecer del 
art. 11 de la ley 733/2002, con la entrada en vigencia de las leyes 890y 904 ambas del 
2004, en el párrafo siguiente hablo del cumplimiento de las tres quintas partes, y aún 
más llamo la atención al actor fue “sino que adicionalmente es potestativa del juez 
su concesión, previa valoración de la conducta punible”. Veamos: 

(…) 

 

posterior a ello cito un fallo de la honorable corte suprema de justicia en decisión AHP 
3201-2019 de 8 de agosto del 2019, M.P. Dr. Eugenio Fernández Carlier. STP, 27 de 
enero del 2015, rad. 73123; STP-1236-2020 de 30 junio del 2020, las mismas hablan del 
art. 68 A, art. 26 de la ley 1121/2006, y 199 de la ley 1098 de 2006, empero llama la 
atención del actor, del porque ni en lo más mínimo hablo, o se refirió a los fallos de la 
misma corporación más recientes citados en el escrito inicial, asi: 

 La H. corte suprema de justicia. M.P. EUGENIO FERNANDEZ CARLIER, en un fallo de 
tutela N° 80.136 STP8213-2015 del 24 de junio del 2015, hizo una introducción y 
aplicación de las prohibiciones. 
 

 La H. corte suprema de justicia. M.P. LUIS GUILLERMO SALAZAR OTERO, en un fallo 
de tutela N° 85.344 STP5217-2016 del 21 de abril del 2016, hizo una introducción y 
aplicación de las prohibiciones. 

 

 La H. corte suprema de justicia. M.P. LUIS ANTONIO HERNANDEZ BARBOSA, en un 
fallo de tutela N° 1319 STP9619-2020 del 01 de septiembre del 2020, hizo una 
introducción y aplicación de las prohibiciones. 
 

 El Honorable tribunal superior de Bogotá – sala penal. M.P. EFRAIN ADOLFO 
BERMUDEZ MORA, en un fallo de segunda instancia al resolver un recurso de 
apelación, en contra del juzgado 15º de ejecución de penas de Bogotá, bajo el rad. 
N° 2005-00104-04, de fecha 26 de junio del 2020, hizo una introducción y aplicación de 
las prohibiciones citadas. 
 

 El Honorable tribunal superior de Bogotá – sala penal. M.P. EFRAIN ADOLFO 
BERMUDEZ MORA, en un fallo de segunda instancia al resolver un recurso de 
apelación, en contra del juzgado 27º de ejecución de penas de Bogotá, bajo el rad. 
N° 2005-00095-09, de fecha 11 de marzo del 2021, hizo una introducción y aplicación 
de las prohibiciones citadas 
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El a-quo continua con el estudio de la libertad condicional, y los requisitos establecidos 
en la ley, y dice que el penal allego resolución favorable Nº 02872 de 19 mayo del 
2022, también los certificados de calificación de conducta en grado de EJEMPLAR, las 
actividades que fueron objeto de redencion de pena. 

En cuanto al pago de daños y perjuicios,  

En este punto pues, el despacho manifiesta que no está acreditado, pues, en el escrito 
inicial hay un párrafo que, expuse las razones del porque solicitaba el amparo de pobreza 
y/o insolvencia económica, ya que no cuento con recursos para pagar los mismos, y 
además este requisito a pesar que, no lo exige la norma del art. 64 tantas veces 
mencionado, no es impedimento para acceder al subrogado penal, como lo ha 
manifestado la jurisprudencia constitucional 

(…) 

 En cuanto a la indemnización a las víctimas, la norma no exige este requisito para 
acceder al subrogado penal, sin embargo, en la sentencia condenatoria fui 
condenado por daños y perjuicios, empero como el actor no cuenta con los recursos 
materiales ni económicos para pagar estos daños y perjuicios, me permito allegar 
sendos certificados donde demuestro mi insolvencia y solicito que el juez me 
ampare en la misma para acceder al subrogado penal. 

En cuanto al arraigo familiar y social. 

Ahora bien, en cuanto al arraigo familiar que refiere el despacho que no fue acreditado, 
pues, no es exigencia del art. 64 original, sin embargo, el actor allego demostración de 
arraigo social que al parecer también fue omitido por el despacho. 

(…) 

 En cuanto al arraigo familiar, tenemos que la norma aplicable en mi caso en 
concreto no lo exige por lo tanto el actor se abstiene de enviar el mismo. 
 

 En cuanto al arraigo social a pesar de que la norma tampoco lo exige, sin embargo, 
el actor allega un extra juicio donde el señor YAIR AMIR ESCOBAR ANGEL y 
BRAYAN FELIPE VELANDIA ESCOBAR dan fe de que el actor MARCO FIDEL 
HURTADO HUERTAS y YULY ESCOBAR ANGEL son esposos. 

Como consecuencia de lo anterior, el a-quo denegó la libertad condicional, haciendo 
aplicación de la gravedad de la conducta punible, exigencia esta que tampoco está 
contemplada en la norma aplicable en mi caso en concreto, que es el art. 64 original. 

Es, pues, el despacho me está negando la libertad condicional, porque según él, el delito 
fue calificado y valorado como una conducta grave por el juzgado fallador en sentencia 
del 5 de noviembre del 2002, del cual debe calificarse de extrema gravedad, y cito un 
aparte del fallo condenatorio del actor, también hablo de la prevención general y la 
retribución justa. 

En conclusión, dijo que, la petición no estaba llamada a prosperar de acuerdo al análisis 
completo que hizo de todos los requisitos, pues, la norma que aplico el a-quo y realizo 
todo el desarrollo sistemático fue en base al art. 30 de la ley 1709/2014, que modifico el 
art. 64 del c.p. veamos: 

(…) 
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Pues, esa norma no es la llamada a prosperar toda vez que, contiene ingredientes más 
gravosos para el actor, ya que no solo exige arraigo familiar y social, sino que, también 
exige la “valoración de la gravedad de la conducta punible” hoy objeto de censura. 

si bien, mi delito fue en el año 1995, y para la época del punible había una prohibición, 
también es cierto que, la ley 599/2000, derogo la ley 100 de 1980, por lo tanto, la norma 
aplicable en mi caso como lo ha manifestado tanto, la honorable corte constitucional, 
como la Honorable corte suprema de justicia y los tribunales de distrito judicial de Bogotá, 
en los fallos citados en la petición inicial, en aplicación plena del principio de 
favorabilidad, la norma aplicable en mi caso en concreto es el art. 64 del c.p., de la ley 
599/2000, en su versión original, sin aplicar ninguna otra prohibición, puesto que no es 
dable ya que los hechos fueron con anterioridad tanto de la ley 733/2002, como la ley 
1121/2006, y cualquier otra que haya nacido con posterioridad. 

Es, pues, como no aplicable la ley 1709/2014, sino el art. 64 de la ly 599/2000, porque 
es la norma que derogo la ley 100/1980, por ser la más favorable, pues, ruego a su 
despacho se sirva revisar muy cuidadosamente la petición inicial porque si el a-quo 
hubiese sido juicioso con el estudio de la misma con todo el desarrollo que hizo el actor, 
y si se hubiese remitido a las normas relacionadas la decisión hubiese sido otra y hoy no 
estuviésemos utilizando los recursos que además congestionan el sistema judicial, y por 
ende afecta la libertad del actor, que tendré que estar más tiempo en prision por esa 
decisión contraria a derecho. 

En conclusión, el actor reclama que, como no existe, ni existió ninguna fundamentación 
en la decisión, objeto de disenso, pues, ha incurrido en una vía de hecho, ya que la 
decisión es contraria a derecho, pues, no debe aplicarme las prohibiciones de las leyes 
733 y 1121, ni mucho menos hacer un juicio de valor con la gravedad de la conducta 
punible, como lo hizo, pues, tampoco debe tener en cuenta y aplicar, la que existía para 
la época de los hechos, puesto que la misma fue derogada por la ley 599/2000, en su 
versión original. 

Solicito se sirva resolver de fondo, y con todo el cuerpo de la petición inicial la libertad 
condicional, prevista en el art. 64 del c.p., de la ley 599/2000, en su versión original, 
atendiendo los criterios expuestos en la petición inicial de la Honorable corte suprema de 
justicia, como los fallos del tribunal superior, que además, por ser su superior funcional 
deben ser acatados, o al menos realizar una debida fundamentación del porque se 
aparta de los mismos, empero como no ocurrió asi, la decisión debe ser revocada y en 
su defecto conceder el subrogado penal de la libertad condicional. Amen. 

A continuación, solicito que se aplique la “analogía” y me permito pegar un aparte del 
pronunciamiento del honorable tribunal de Bogotá donde revoco una decisión del juez 27 
de epms de Bogotá, por falta de fundamentación en la decisión y por desconocer el 
precedente vertical, así: 
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Su señoría el actor considera, que en esta oportunidad se debe resolver de fondo mi 
petición inicial de la libertad condicional, teniendo en cuenta todas y cada uno de lo 
expuesto en las mismas, y así poder obtener la tan anhelada libertad que he venido 
solicitando desde la petición inicial, y que aún no he podido acceder a ella por criterios 
subjetivos del despacho que vigila mi pena. 

Como consecuencia de todo lo anterior, el actor no encuentra más motivos para 
sustentar, o reputar esta decisión, pues, si el a-quo hubiese atendido el precedente 
vertical no le quedaba camino alguno sino de otorgar la libertad condicional sin más 
prejuicios, ni creando más desgaste administrativo y judicial como está ocurriendo. 

Considero que, es el superior jerárquico que con todo lo expuesto en el cuerpo de la 
petición inicial debe concluir con el objeto de seguir evitando más desgaste en la 
administración de justicia, si con todo lo expuesto el actor cumple o no con los requisitos 
para acceder a la libertad condicional. 

Aunado a lo anterior, también en la petición inicial el actor expuso, cito y pego unos 
apartes del porque tampoco se podía aplicar el art. 26 de la ley 1121/2006, toda vez que 
por respeto al debido proceso en armonía con el principio de legalidad no es viable 
aplicarlo toda vez que lo que el a-quo debe aplicar es el principio de favorabilidad, 
en armonía con el principio “pro homine” como los mismos ocurrieron en el año 1995, 
si bien es cierto el art. 11 de la ley 733/2002, art. 26 de la ley 1121/2006, ni la ley 
1709/2014, pues, estas empezaron a regir después de los hechos, claro está que la ley 
100/1980, fue derogada, por lo tanto no se aplica, y se debe resolver la petición en su 
sentido original como lo ha venido reiterando la jurisprudencia en los casos concretos 
por secuestro. 
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Advierto al despacho que si bien es cierto, en la petición inicial no cite ni transcribí este 
fallo que a continuación voy a citar y transcribir algunos a partes, es con el objeto de que 
por respeto al precedente vertical, se sirva tener en cuenta su criterio y asi evitar más 
desgaste judicial, yo sé que, con ello el despacho al momento de resolver el recurso de  
reposición me puede otorgar la tan anhelada libertad condicional, ya que para eso está 
acreditada la reposición para que el despacho corrija su postura y en mi caso en concreto 
lo puede hacer, ya que no existe impedimento alguno que le impida aplicarlo. Amen. 

auto de fecha 09 junio del 2022, emanado por el Honorable tribunal superior de 
distrito judicial de Bogotá, bajo el radicado 11001-31-07-003-1996-03300-01. M.P. 
DAGOBERTO HERNANDEZ PEÑA, revoco decisión del juez 27 de epms de Bogotá, 
y concede libertad condicional por el delito de secuestro extorsivo agravado por 
hechos del año 1995. 
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10 
 

 

(…) 
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Además de lo citado me permito informar al despacho que mis socios de causa, que 
habían estado en otros distritos judiciales del país, ya se les otorgó la libertad condicional, 
sin embargo si el despacho lo considera pertinente solicito muy respetuosamente se 
sirva, solicitarle a dichos despachos que alleguen copia simple de los autos donde les 
otorgaron la libertad condicional sin ningún juicio de reproche, sino en aplicación plena 
del principio de legalidad en armonía con el principio de favorabilidad, y la “analogía” 
constitucional.  

A saber, me permito citar la información asi: 

 Nelson Enrique Babativa Ángel. CC 79714896, Libertad Condicional 05/07/2019 
emitida por el Juzgado 2 De la Dorada 
 

 Edgar Javier Babativa Ángel. CC. 79.616.856, 29/08/2008, libertad condicional 
emitida por el Juzgado 3 Valledupar cesar. 
 

 José Rubén Cárdenas Orjuela. CC 5905405, Libertad Condicional 30/09/2009 
emitida por el Juzgado 3 Valledupar cesar. 
 

 José Heliodoro Bulla Gómez.  CC 11380025, Libertad Condicional 20/06/2012 
emitida por el Juzgado 5 de Bogotá  

20/06/12 
Auto concede 
libertad 
condicional 

BULLA GOMEZ - JOSE HELIODORO : REPONER AUTO DEL 17 DE ABRIL DE 
2012 MEDIANTE EL CUAL SE NEGÓ LA LIBERTAD CONDICIONAL AL PENADO 
JOSE HELIODORO BULLA GOMEZ. LIBRAR LA BOLETA DE LIBERTAD ANTE 
LAS DIRECTIVAS DEL CENTRO CARCELARIO UNA VEZ CONSTITUIDA LA 
CAUCIÓN PRENDARIA POR 3 SMLMV Y SUSCRITA LA DILIGENCIA DE 
COMPROMISO POR EL PENADO JOSE HELIODORO BULLA GOMEZ LA CUAL SE 
HARÁ EFECTIVA PREVIA VERIFICACIÓN DE QUE EL PENADO NO ES 
REQUERIDO POR OTRA AUTORIDAD. 

 Lorenzo Peña Muñoz. CC 80264454, Libertad Condicional 19/01/2010 emitida por 
el Juzgado 2 de Ejecución de Penas de Acacias 
 

 Guido Hortua González. CC 80399453, Libertad Condicional 04/05/2010 emitida 
por el Juzgado 15 de Bogotá  

04/05/10 
Auto que concede 
libertad condicional y 
redención de pena 

HORTUA GONZALEZ - GUIDO : RECONOCE 9 DIAS DE REDENCION 
CONCEDE LIBERTAD CONDICIONAL CAUCION 1 SMMLV PUEDE 
PRESTAR POLIZA ADVIERTE CONDENADO CUMPLIMIENTO 
OBLIGACIONES AUTORIZA CAMBIO RESIDENCIA PENADO 

PRUEBAS Y ANEXOS 

 Anexo copia en PDF del fallo de tutela de fecha 1 de septiembre del 2020, rad. # 
1319 - STP9619-2020, emanado por la Honorable corte suprema de justicia sala 
penal. 
 

 Anexo copia en PDF del auto de fecha 26 de junio del 2020, bajo el radicado 2005-
00104-04, emanado por el tribunal superior de Bogotá sala penal. 
 

 Anexo copia en PDF del auto de fecha 11 de marzo del 2021, bajo el radicado Nº 
2005-00095-09, emanado por el tribunal superior de Bogotá sala penal. 
 

 Anexo copia en PDF del auto de fecha 09 de junio del 2022, bajo el radicado Nº 
1996-03300-01, emanado por el tribunal superior de Bogotá sala penal. 
 

PRETENSION: 
 
Mediante el recurso de alzada se persigue que, el despacho reponga su decisión o en 
su defecto los Honorables Magistrados en Sala de Decisión Penal, resuelvan:  
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1. bajo estas claras y precisas consideraciones jurídicas, revoque el auto apelado, y en 
su defecto se aplique el art. 64 del c.p., de la ley 599/2000, en su versión original, y 
se me otorgue la libertad condicional. 

NOTIFICACIONES: 

 

El suscrito recibe notificaciones en el patio (14) del Eron en el  EPC Picota de Bogotá, 
correo electrónico a.s.materiapenal@gmail.com - en los términos del art. 184 de la ley 
600/2000,  
 
Sin otro particular. 
 
Cordialmente: 

 

 

 

 

mailto:a.s.materiapenal@gmail.com
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Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 
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Magistrado Ponente: EFRAÍN ADOLFO BERMÚDEZ MORA 
Radicación: 110010704003200500095 09 
Procesado: Andrés Mauricio Suárez Mendigaño 
Procedencia: Juzgado Veintisiete de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá 
Delito: Secuestro Extorsivo y homicidio 

agravado 
Motivo: Apelación 
Decisión: Revoca  
Aprobado: Acta número 029 

 
Bogotá, D. C.,once (11) de marzo de dos mil veintiuno (2021). 

 

1. Asunto 

 

Resolver el recurso de apelación interpuesto por ANDRÉS 

MAURICIO SUAREZ MENDIGAÑO, en contra de la decisión de 3 de 

noviembre de 2020, por medio de la cual el Juzgado Veintisiete de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, negó la 

solicitud de libertad condicional. 

 

2. Hechos 

 

Fueron consignados en la decisión de primera instancia, de 

la siguiente manera: 

 

“Los hechos originarios del presente proceso acaecieron el día 21 de 
noviembre de 2004, mediante Denuncia instaurada por la señora 
MARGARITA MARÍA JIMÉNEZ GÓMEZ, quien manifestó que hacia las 
7:00 de la noche se encontraban en el depósito de material de 
construcción JR las siguientes personas: Omar Jiménez, Julián 
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Jiménez y Dany Ferney Jiménez Real de 19 años de edad, cuando 
éste último desapareció. 
 
Al día siguiente la señora Odilia Real madre del desaparecido, realizó 
su búsqueda en la Inspección de Policía, en Cai, en Clínicas, con 
amigos y familiares enterándose por FABIAN REAL (primo) que lo 
habían visto la noche del domingo hacia las 8:30 pm con un muchacho 
camino al barrio Compartir-Suba, sin tener más información. 
 
Para el miércoles 24 de noviembre a la 1pm, recibieron una llamada 
telefónica conde le exigían al señor José Jiménez la suma de 
veinticinco millones de pesos ($25.000.000), que debían entregar al 
día siguiente en el municipio de la Palma (Cundinamarca) a cambio de 
respetar la vida de su hijo DANNY FERNEY. 
 
Desde ese momento continuaron las llamadas telefónicas exigiendo 
los veinticinco millones de pesos ($25.000.000) y algunas amenazas 
como volarles la casa y en caso de avisar a la policía recibirían el 
cuerpo de DANNY FERNEY en una bolsa plástica. 
 
Finalmente no se canceló ninguna suma de dinero a pesar de las 
exigencias económicas realizada por los plagiarios. 
 
El 27 de enero de 2005 fue encontrado el cuerpo sin vida de DANNY 
FERNEY JIMÉNEZ REAL en el humedal La Conejera (Suba), 
presentando dos impactos de bala en la cabeza.”1 
 

3. Antecedentes procesales 

 

3.1. El 27 de febrero de 2006, el Juzgado Tercero Penal del 

Circuito Especializado de esta sede, condenó al recurrente por el 

delito de secuestro extorsivo en concurso con homicidio agravado, 

a la pena principal de 26 años de prisión2. 

 

3.2. El 28 de agosto de 2006, la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bogotá, con ponencia del Magistrado Max Alejandro 

Flórez Rodríguez, modificó la precitada sentencia y condenó a 

 
1 Folios 3 al 5, cuaderno original No. 1 digital del juzgado Veintisiete de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad de Bogotá. 
2 Folios 8 al 43 cuaderno copias 3 del Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de Bogotá. 
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SUAREZ MENDIGAÑO, por los mismos punibles, a la pena principal 

de 26 años y 8 meses de prisión3. 

 

3.3. El 2 de noviembre de 2006, el Juzgado Veintisiete de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta sede, avocó el 

conocimiento de las presentes diligencias. 

 

3.4. El 30 de octubre de 2019, el encartado deprecó al 

funcionario ejecutor, que le fuera concedida la libertad 

condicional, comoquiera que a su juicio se encuentran satisfechos 

los requisitos para su otorgamiento. 

 

3.5. En providencia de 26 de noviembre de 20194, el Juzgado 

Veintisiete de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá, se pronunció sobre la solicitud de libertad condicional, y 

tras realizar un recuento de lo actuado, se acogió a la decisión 

emitida el día 12 de agosto de 20195, en virtud de la cual se negó 

el pedimento. 

 

En el auto que sirvió como sustento de la providencia 

recurrida, el a quo concluyó que, era aplicable el contenido del 

artículo 64 de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 26 de 

la Ley 1121 de 2006; advirtió que, si bien el penado ha purgado 

las tres quintas partes de la condena impuesta, en dicha 

normatividad se encuentra una prohibición expresa que impide 

conceder el subrogado solicitado frente al injusto de secuestro 

extorsivo. 

 
3 Folios 3 al 19, del cuaderno del Tribunal Superior de Bogotá. 
4 Folios 37 al 41, del cuaderno número 3 ibídem. 
5 Folios 162 al 164, del cuaderno original 5. 
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3.6. Inconforme con la decisión, el 2 de diciembre de 2019, 

SUAREZ MENDIGAÑO interpuso recurso de apelación en contra de la 

decisión que negó la libertad condicional, toda vez que, consideró 

que el funcionario judicial incurrió en un yerro al determinar la ley 

aplicable para el caso concreto, pues, alega, la norma aplicable es 

el artículo 64 de la Ley 599 del 2000 en su texto orginal. 

 

3.7. En decisión del 16 de junio de 2020, esta Corporación 

revocó el proveído del 26 de noviembre de 2019, pues se consideró 

que el juzgado ejecutor, debía emitir un pronunciamiento de fondo, 

que de respuesta a la solicitud del subrogado incoada por el actor 

el 30 de octubre de 2019. 

 

3.8. Adicionalmente, mediante memorial de fecha 8 de 

octubre de 2020, el encartado deprecó al funcionario ejecutor, que 

le fuera concedida la libertad condicional, comoquiera que al 

coprocesado OMAR LEARDO ROJAS TRIANA, se le otorgó el 

beneficio mediante auto del 26 de junio de 2020. 

 

4. De la decisión recurrida 

 

En providencia del 3 de noviembre de 2020, el Juzgado 

Veintisiete de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá, se pronunció en primer lugar, acerca del reconocimiento 

de redención de pena por trabajo de 110.5 días, que aunados al 

tiempo físico y redenciones anteriores arrojan un total de 7.562,16 

días, es decir, 252 meses y 2.16 días de la sanción cumplidos.  
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En segundo lugar, sobre la libertad condicional deprecada, 

tras realizar un recuento de lo actuado y del precedente 

jurisprudencial aplicable en la materia, concluyó, en el caso 

concreto, es aplicable el artículo 11 de la Ley 733 de 2002, que 

excluyó la concesión del plurimencionado beneficio, comoquiera 

que la fecha de comisión de los hechos es el 21 de noviembre de 

2004. 

 

En este sentido, aclaró que no es procedente la aplicación por 

favorabilidad de la Ley 890 de 2004, puesto que se requiere que 

los presupuestos previstos en el artículo 64 del Código Penal, se 

hubiesen superado en el interregno de la entrada en vigencia de 

esa normativa -1 de enero de 2005- hasta el 29 de diciembre de 

2016, en virtud de la expedición y vigencia de la Ley 1121 de 2006, 

que retomó la prohibición prevista el la Ley 733 de 2002. 

 

Así pues, aun cuando el penado ha purgado las tres quintas 

partes de la condena impuesta, en dicha regulación se encuentra 

una prohibición expresa que impide conceder el citado alivio frente 

al injusto objeto de condena. 

 

5. De la impugnación 

 

El encartado, interpuso recurso de apelación en contra de la 

decisión que negó el beneficio punitivo, toda vez que, consideró 

que el funcionario judicial no se pronunció de fondo sobre la 

solicitud radicada del 30 de octubre de 2019, reiterada el 8 de 

octubre de 2020, en desconocimiento de lo ordenado por esta 

Corporación. 
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Asimismo, señaló que en el auto objeto de reproche, el a quo 

manifestó que la Dirección del establecimiento penitenciario, no 

allegó resolución favorable, lo cual no es cierto, pues la 

documentación de que trata el artículo 471 del Código de 

Procedimiento Penal, fue allegada por la institución carcelaria 

desde 2019 y obra en el expediente.  

 

Finalmente, indicó que el despacho ejecutor, incurrió en un 

yerro al determinar la ley aplicable para el caso concreto, en tanto,  

adujo, no es dable dar aplicación a la Ley 733 de 2002, pues si 

bien estaba vigente para la fecha de los hechos, fue derogada por 

las Leyes 906 y 890 de 2004 y en virtud del principio de legalidad 

y la jurisprudencia relacionada con el delito de secuestro, no es 

factible aplicar la Ley 1121 de 2006.  

 

De esta manera, encuentra caprichosa la decisión 

impugnada, por lo que pretende sea revocada y, en su lugar se 

ordene la libertad condicional, en virtud del artículo 64 del Código 

Penal, en su versión original. 

 

6. CONSIDERACIONES 

 

6.1 Competencia 

 

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 80 de la 

Ley 600 de 2000, esta Corporación es competente para resolver el 

recurso de apelación interpuesto por el procesado en contra del 

auto proferido el 3 de noviembre de 2020, por el Juzgado 

Veintisiete de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta 
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ciudad, por lo que, en virtud de los artículos 194 y siguientes, 

ibídem, se procede a examinar los puntos de disenso expresados 

por el apelante contra la providencia recurrida. 

 

6.2 Problema jurídico 

 

Corresponde a la Sala determinar si en el presente asunto, el 

juez de primer grado erró al negar el subrogado penal solicitado, 

en consideración a la época de ocurrencia de los hechos, el delito 

por el que fue condenado el impugnante y la existencia de la 

documentación de que trata el artículo 471 del Código de 

Procedimiento Penal.   

 

6.3 De la libertad condicional 

 

Previo a realizar una valoración sobre la procedencia del 

mencionado alivio, es preciso puntualizar cuál es la norma 

aplicable en el caso en concreto.  

 

Así pues, sea lo primero mencionar que la libertad 

condicional se encuentra regulada por el artículo 64 de la Ley 599 

de 2000, empero, con ocasión de la entrada en vigencia de la Ley 

733 de 2002, el subrogado se excluyó cuando se trate de delitos 

de terrorismo, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, y conexos, 

luego, en principio y bajo esta normativa, no habría lugar a 

estudiar su procedencia, toda vez que los hechos que motivaron la 

condena de ANDRÉS MAURICIO SUÁREZ MENDIGAÑO, por el punible 

de secuestro agravado, ocurrieron el 21 de noviembre de 2004. 
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No obstante, la Ley 890 de 2004, que modificó el artículo 64 

del Código Penal, y que entró en vigencia el 1° de enero de 2005, 

al tiempo que derogó tácitamente la Ley 733 de 2002, permitió que 

los condenados por aquellos delitos que se encontraban excluidos 

de la concesión del subrogado, pudieran acceder a él, previo 

cumplimiento de las exigencias normativas.  

 

Así las cosas, con fundamento en el tránsito legislativo entre 

las normas precitadas, encuentra esta Corporación ineludible 

proceder a aplicar el principio de favorabilidad y, contrario a lo 

propuesto por el juez de primera instancia, la colegiatura 

encuentra evidente que, para el caso concreto, le asiste razón al 

recurrente, comoquiera que es aplicable la Ley 599 de 2000 en su 

versión original, dado que implica mayores beneficios para el 

condenado, pues no contiene las prohibiciones expresas frente al 

secuestro, como ocurría en el caso de la Ley 733 de 2002 y, los 

requisitos por esta contenida, son menos estrictos que aquellos 

exigidos por la Ley 890 de 2004. 

 

A idéntica conclusión ha llegado el órgano de cierre en 

materia penal, al estudiar las mismas normas que se encuentran 

en colisión, los delitos que otrora se encontraban excluidos de 

beneficios y subrogados y que serían cometidos durante la vigencia 

de la Ley 733 de 2002, esto es, entre el 29 de enero de 2002 y el 

31 de diciembre de 2004; al respecto, ha esclarecido:  

 

El artículo 29 de la Carta Política desarrollado en los artículos 6° del 
Código Penal y de Procedimiento, contempla el principio de legalidad 
como postulado constitucional. Por ende, no hay delito ni pena sin ley, 
cuya función garantista, como consecuencia obvia, a su vez se 
manifiesta en la prohibición de la aplicación retroactiva de las leyes 
que crean delitos o aumentan las penas. 
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En ese orden, el principio de legalidad opera tanto al momento de 
definir lo que es punible como al aplicar la ley y al ejecutar la pena. 
En tal virtud, esta debe ejecutarse no arbitrariamente, sino en los 
términos prescritos en la ley, de modo que las leyes de ejecución penal 
han de recoger las garantías, derechos fundamentales y libertades 
públicas consagradas constitucionalmente. 
 
Justamente una de aquellas garantías está contenida en el principio 
de favorabilidad -como excepción al principio de irretroactividad de la 
ley-, el cual surge cuando una nueva ley sustancial o procesal de 
efectos sustanciales regula de manera más benigna la intervención 
penal, debiéndose aplicar en consecuencia la que favorable e 
íntegramente regula el tema.  
 
Al respecto, esta Sala ha indicado que el artículo 11 de la Ley 733 de 
2003, dejó de ser aplicable a partir de la entrada en vigencia de las 
Leyes 890 y 906 de 2004 por operar una derogatoria tácita, 
hermenéutica que se sostuvo hasta cuando la Ley 1121 de 29 de 
diciembre de 2006, reprodujo el texto del artículo 11 de la Ley 733 de 
2002, con las diferencias de que en la nueva normativa se excluyó el 
delito de secuestro simple y se incluyó el de financiación del terrorismo 
(Cfr. CSJ STP18405-2016 Rad. 89511). 
 
En el caso bajo estudio, las decisiones reprochadas mediante las 
cuales se negó el subrogado de la libertad condicional, se sustentaron 
en el contenido del artículo 64 de la Ley 599 de 2000 con la 
modificación incluida en el artículo 5º de la Ley 890 de 2004, pues en 
criterio de las autoridades judiciales accionadas su aplicación era más 
favorable. 
 
No obstante, pasaron por alto que habiéndose cometido la conducta el 
5 de junio de 2002, cuando aún no había entrado en vigencia la citada 
Ley 890, la norma llamada a gobernar el asunto y que resulta a todas 
luces más favorable a la pretensión de BOJACÁ GARZÓN, es el 
artículo 64 de la Ley 599 de 2000, pues no contempla como requisito 
expreso para la procedencia del subrogado «la previa valoración de la 
conducta punible», exigencia que el legislador sí incluyó en las 
posteriores modificaciones introducidas al citado artículo por la Ley 
890 de 2004, 1453 de 2011 y 1709 de 2014, criterio sostenido por la 
Sala en (Cfr. CSJ STP1623-2017 Rad. 94393). 
 
Es manifiesto entonces, que la norma invocada por las autoridades 
judiciales accionadas no le era aplicable a MARTHA ISABEL BOJACÁ 
GARZÓN, pues emplearon de forma ultractiva una norma que 
desapareció del ordenamiento jurídico, lo que constituye un defecto 
sustantivo que habilita la protección constitucional frente a decisiones 
de naturaleza jurisdiccional.6. 
 

 
6 Corte Suprema de Justicia, STP6956-2018, rad. 101754, 29 de noviembre de 2018. 
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En suma, este juez plural verificará el cumplimiento de los 

requisitos tanto objetivos como subjetivos del mencionado alivio, 

por cuanto su estudio es procedente, de conformidad con los 

motivos señalados líneas arriba. 

 

Del artículo 64 de la Ley 599 de 2000, reiteramos, en su 

versión original, se desprenden únicamente dos requisitos 

esenciales para que proceda la libertad condicional, estos son: (i) 

buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro 

de reclusión y, (ii) haber cumplido tres quintas partes de la pena. 

 

En primer lugar, se abordará el requisito objetivo, que no es 

otro que, el cumplimiento de las tres quintas partes de la pena. En 

el caso en concreto, de acuerdo con la sentencia de 28 de agosto 

de 2006, la pena impuesta es de 26 años y 8 meses de prisión o 

320 meses, por consiguiente, se tiene que las tres quintas partes 

corresponden a 192 meses. De acuerdo con lo manifestado por el 

juez de primera instancia, en el auto impugnado, el censor había 

cumplido 252 meses y 2.16 días de prisión, por lo que, se concluye, 

sin duda de ningún tipo, que el condenado cumple con la exigencia 

prevista en la normatividad.  

 

En segundo lugar, en lo concerniente a la buena conducta 

durante el tiempo de reclusión, conviene precisar que, en el 

expediente obran la Resolución Favorable No. 6777 del 25 de 

octubre de 2019, la cartilla biográfica y las calificaciones de 

conducta del encartado, desde antes de que se radicara la solicitud 

de libertad condicional impetrada por este el 30 de octubre de 

2019, documentación que no fue valorada por el a quo, pues en el 

proveído del 26 de noviembre de ese año, declaró que el procesado 

debía estarse a lo dispuesto en el auto del 12 de agosto de la misma 

anualidad, en lo atinente a la negativa del beneficio deprecado. 
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Posteriormente, y ante la impugnación interpuesta al auto 

del 26 de noviembre de 2019, esta Corporación en decisión del 16 

de junio de 2020, revocó la providencia y ordenó al despacho de 

primer nivel resolver de fondo la solicitud del 30 de octubre de 

2019 empero, ante la falta de pronunciamiento del juzgado 

ejecutor, el condenado allegó petición el 8 de octubre de 2020, en 

la que requirió al juzgado, el pronunciamiento ordenado por esta 

Sala. 

 

No obstante, en el auto del 3 de noviembre de 2020, el 

funcionario judicial encargado de la vigilancia de la pena de 

ANDRÉS MAURICIO SUÁREZ MENDIGAÑO, sin tener en cuenta la 

documentación que reposaba en el legajo, desde octubre de 2019, 

resolvió negar la libertad condicional. 

 

De cara a lo anterior, con el ánimo de no agravar la situación 

del privado de la libertad, este juez colegiado estima pertinente 

analizar los documentos mencionados, que fueron los últimos 

allegados por el establecimiento penitenciario, pues de 

conformidad con los mismos, es notorio que el procesado ha tenido 

un comportamiento ejemplar que resulta confirmado por las 

calificaciones emitidas por la institución carcelaria, así como por 

el concepto favorable en lo relativo a la libertad condicional. 
 

Así pues, se impone la revocatoria de la decisión de primer 

grado, en tanto es claro que en el sub judice, se encuentran 

reunidos los presupuestos normativos que permiten la concesión 

de la libertad condicional, itérese a la luz de lo normado en el 

artículo 64 del estatuto sustantivo penal en su versión original, es 

decir no hay lugar a realizar valoraciones en torno a la gravedad 

de la conducta o la reparación de perjuicios ocasionados a la 

víctima, pues dichos requisitos solo se introdujeron en la 
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legislación con la Ley 890 de 2004, que como ya fue ampliamente 

reseñado en precedencia, no tiene cabida en este asunto. 

 

Bajo tales derroteros, esta judicatura dispondrá la concesión 

de la libertad condicional a ANDRÉS MAURICIO SUÁREZ MENDIGAÑO 

con las siguientes precisiones, en primer lugar se determina como 

periodo de prueba el que falte para el cumplimiento total de la 

condena, es decir 2.064,12 días o 67 meses y 25,8 días; en 

segundo lugar, el penado deberá suscribir acta en la que se 

comprometa a dar cabal cumplimiento a cada una de las 

obligaciones contenidas en el artículo 65 del Código Penal, so pena 

de que el mencionado alivio sea revocado, y lo anterior deberá ser 

garantizado a través de caución, que para el caso en concreto se 

fija en un (1) salario mínimo legal mensual vigente.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Distrito 

Judicial de Bogotá, en Sala de Decisión Penal,  

 

RESUELVE. 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto de 3 de noviembre de 2020, 

emitido por el Juzgado Veintisiete de Ejecución de Penas y Medidas 

de Seguridad de Bogotá y, en su lugar se dispone, CONCEDER el 

subrogado de la libertad condicional a ANDRÉS MAURICIO SUÁREZ 

MEDIGAÑO, identificado con cédula de ciudadanía número 

1.024.464.654, de conformidad con la parte motiva de esta 

decisión. 

 

Para tal efecto, se fija como periodo de prueba el que falte 

para el cumplimiento total de la condena, es decir 2.064,12 días o 

67 meses y 25,8 días; el penado deberá suscribir el acto en la que 

se comprometa a dar cabal cumplimiento a cada una de las 

obligaciones contenidas en el artículo 65 del Código Penal, y 
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garantizarlas a través de caución, que para el caso concreto se fija 

en un (1) salario mínimo legal mensual vigente.  

 

SEGUNDO: INDICAR que contra esta decisión no procede 

recurso alguno. 

 

TERCERO: DEVOLVER al despacho de origen las diligencias 

para lo de su cargo. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 
EFRAÍN ADOLFO BERMÚDEZ MORA 

Magistrado 

 
FABIO DAVID BERNAL SUÁREZ 

Magistrado 

 

 
EVA XIMENA ORTEGA HERNÁNDEZ 

Magistrada 



 

 
 

SALA DE DECISIÓN DE TUTELAS #2 

 
 

LUIS ANTONIO HERNÁNDEZ BARBOSA 

Magistrado ponente 

 

STP9619-2020 

Radicación #1319 

Acta 181 

 

Bogotá, D. C., primero (1°) de septiembre de dos mil 

veinte (2020). 

 

VISTOS: 

 

Resuelve la Sala la acción de tutela interpuesta por 

FÉLIX ANTONIO TORRES VALLEJO en procura del amparo 

de sus derechos fundamentales, presuntamente vulnerados 

por la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá y el 

Juzgado 28 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

de esta ciudad. 

 

Al trámite fue vinculado el Juzgado 2° Penal del Circuito 

Especializado de Descongestión de Cundinamarca. 
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FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN: 

 

El 24 de mayo de 2007, el Juzgado 2° Penal del Circuito 

Especializado de Descongestión de Cundinamarca condenó a 

FÉLIX ANTONIO TORRES VALLEJO a 30 años de prisión por 

el delito de secuestro extorsivo agravado, por hechos 

acaecidos el 25 de marzo de 2002. No le concedió la condena 

de ejecución condicional ni la prisión domiciliaria. 

 

La defensa apeló ese pronunciamiento y el 17 de agosto 

de 2010, la Sala Penal del Tribunal Superior de ese distrito 

judicial confirmó la sentencia de primera instancia, razón por 

la cual se encuentra recluido en el Complejo Carcelario y 

Penitenciario Metropolitano de Bogotá -COMEB- La Picota.  

 

Por considerar reunidos los requisitos previstos en el 

artículo 64 de la Ley 599 de 2000, en su redacción original, 

TORRES VALLEJO solicitó la libertad condicional ante el 

Juzgado 28 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

de Bogotá. El 2 de diciembre de 2019, ese despacho judicial 

negó tal pretensión. Argumentó que la modificación del 

referido precepto más favorable al condenado era la 

establecida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, acorde 

con el cual, la concesión del referido subrogado está 

supeditada a la valoración de la conducta y, en el caso 

examinado, ese condicionamiento subjetivo se encontraba 

insatisfecho.  

 



Tutela 1319 

FÉLIX ANTONIO TORRES VALLEJO 

 

 

 

 

 

 

2 

Inconforme con la anterior determinación, el accionante 

interpuso los recursos de reposición y apelación. El 25 de 

febrero de 2020, el Juzgado de Penas no repuso su auto y 

concedió la alzada.  

 

El 17 de marzo siguiente, la Sala Penal del Tribunal 

Superior de Bogotá le impartió confirmación. Ratificó que el 

asunto debía resolverse de cara al artículo 64 de la Ley 599 

de 2000, modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014 

y, bajo ese presupuesto, concluyó que la gravedad de la 

conducta por la que fue sentenciado FÉLIX ANTONIO 

TORRES VALLEJO le impedía acceder a la libertad 

pretendida. 

 

A juicio de la parte actora, las autoridades judiciales 

accionadas incurrieron en defectos procedimentales y 

materiales o sustantivos. Como sustento de esa afirmación, 

insistió en la aplicabilidad del texto original del artículo 64 

de la Ley 599 de 2000, en razón a que, para la fecha de los 

hechos -25 Mar. 2002-, aún no había entrado en vigencia la 

Ley 890 de 2004. Por tanto, alegó que es improcedente 

analizar la valoración de la conducta punible o aplicar la 

proscripción de la Ley 733 de 2002. 

 

Asimismo, adujo que desconocieron el precedente 

judicial previsto en las sentencias CSJ STP8213-2015 y CSJ 

STP16956-2018, a través de las cuales se aclaró que la Ley 

733 de 2002 fue derogada tácitamente por las Leyes 890 y 

906 de 2004. 
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Dio a conocer que a Jhon Jairo Herrera Villa, Germán 

Díaz Daza, Jhon Jairo Gutiérrez Cárcamo, Julio Libardo 

Garzón Tovar, José Delver Ochoa Peña, Herney Murcia 

Castaño, Jhon Freddy Lezama, Gerardo Vanegas Velásquez, 

Diógenes Medina Collazos, Ovidio Bravo Quiñonez, Álvaro 

Cruz, Héctor Gabriel Montaña Coronel, Gustavo Adolfo 

Montenegro Lara, Israel Martínez García y Leonel Tirado 

González, quienes fueron condenados por hechos similares, 

se les otorgó ese beneficio. 

 

Así las cosas, FÉLIX ANTONIO TORRES VALLEJO le 

pidió al juez constitucional proteger sus derechos 

fundamentales al debido proceso y libertad. Su pretensión es 

dejar sin efectos las determinaciones censuradas y, en su 

lugar, conceder su libertad condicional inmediata. 

 

TRÁMITE DE LA ACCIÓN: 

 

Por auto del 16 de julio de 2020, la Sala admitió la 

demanda y corrió el respectivo traslado a los sujetos pasivos 

de la acción, así como al vinculado. Mediante informe del 22 

de ese mes, la Secretaría de la Sala comunicó que notificó 

dicha providencia. 

 

La Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá y el 

Juzgado 28 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

de esta ciudad solicitaron negar el amparo. Detallaron el 
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trámite de la actuación y defendieron su legalidad y la de las 

decisiones proferidas. 

 

Por su parte, el Juzgado 2° Penal del Circuito 

Especializado de Descongestión de Cundinamarca pidió 

denegar el amparo constitucional, dado que ese despacho 

judicial no vulneró los derechos fundamentales invocados. 

Resaltó que no tiene solicitudes pendientes por resolver del 

accionante. 

 

CONSIDERACIONES DE LA CORTE: 

 

Al tenor de lo normado en el numeral 5º del artículo 

2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el 

artículo 1º del Decreto 1983 de 2017, la Sala es competente 

para resolver este asunto en primera instancia, por cuanto el 

procedimiento involucra a un tribunal superior de distrito 

judicial. 

 

El propósito de la presente acción constitucional es 

determinar si la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá y 

el Juzgado 28 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

de esta ciudad vulneraron los derechos fundamentales de 

FÉLIX ANTONIO TORRES VALLEJO, al negarle la libertad 

condicional, con fundamento en la insatisfacción del requisito 

subjetivo previsto en el artículo 64 de la Ley 599 de 2000, 

modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014. 

 



Tutela 1319 

FÉLIX ANTONIO TORRES VALLEJO 

 

 

 

 

 

 

5 

En la sentencia CC C–590 de 2005, fueron 

sistematizados los requisitos generales y las causales 

específicas para la excepcional procedencia de la acción de 

tutela contra providencias judiciales. Según indicó la Corte 

Constitucional, y ha reiterado en muchos fallos posteriores, 

si se verifica el cumplimiento de todos los primeros y la 

estructuración de al menos una de las segundas, debe 

concederse el amparo. 

 

La Sala considera cumplidos los requisitos generales de 

procedibilidad. Evidentemente, las decisiones que se 

examinan no son sentencias de tutela. No puede ponerse en 

duda la relevancia constitucional de la actuación, pues lo que 

subyace en el fondo de la controversia es la presunta 

vulneración de las garantías fundamentales al debido 

proceso y libertad. 

 

Igualmente, están satisfechos los presupuestos de 

inmediatez y subsidiariedad, en tanto ha transcurrido un 

término razonable y no existe otro mecanismo de defensa 

para controvertir las determinaciones reprochadas. 

 

Verificadas las condiciones generales de procedencia, 

encuentra la Sala que las providencias judiciales censuradas 

incurrieron en defecto material o sustantivo, el cual se 

estructura, entre otras hipótesis, cuando la decisión se 

fundamenta en una norma no aplicable al caso concreto 

desconociendo con ello, los principios de legalidad y 

favorabilidad (CC – SU 770 de 2014). 
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El artículo 29 de la Carta Política desarrollado en los 

artículos 6° del Código Penal y de Procedimiento Penal, 

contempla el principio de legalidad, el cual prevé como 

máxima que no hay delito ni pena sin ley, cuya función 

garantista, como consecuencia obvia, se manifiesta en la 

prohibición de la aplicación retroactiva de las leyes que crean 

delitos o aumentan las penas.  

 

En ese orden, el principio de legalidad opera tanto al 

momento de definir lo que es punible como al aplicar la ley y 

ejecutar la pena. En tal virtud, esta última debe desarrollarse 

en los términos prescritos en aquella, la cual debe recoger los 

derechos fundamentales y libertades públicas consagradas 

constitucionalmente. 

 

Justamente una de aquellas garantías está contenida 

en el principio de favorabilidad -como excepción al principio 

de irretroactividad de la ley-, el cual surge cuando una nueva 

ley sustancial o procesal de efectos sustanciales regula de 

manera más benigna la intervención penal, debiéndose 

aplicar en consecuencia la que favorable e íntegramente 

regula el tema.  

 

En concordancia con ello, la Sala de Casación Penal en 

la sentencia CSJ STP, 7 Dic. 2005, rad. 23322, indicó: 

 

En efecto, una norma de carácter general como el artículo 

64 de la Ley 599 de 2000, por virtud del artículo 11 de 

la Ley 733 de 2002 vio limitados sus alcances, en el 
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sentido que a partir de la vigencia de esta última 

disposición hacia delante, los condenados por la 

comisión de los delitos de extorsión, no tendrían derecho 

a la libertad condicional, así cumplieran las tres quintas 

partes de la pena y muy a pesar de que su conducta en 

el establecimiento carcelario fuese ejemplar como 

consecuencia de las bondades relativas de la prevención 

especial y la resocialización. 

 

De esta manera, es evidente que los artículos 64 de la 

Ley 599 de 2000 y 11 de la Ley 733 de 2002, conforman 

en materia de libertad condicional la proposición jurídica 

completa. En efecto, las dos disposiciones regulaban de 

manera integral la materia y, por tanto, al disponer el 

artículo 5 de la Ley 890 de 2004, que la libertad 

condicional procede para todos los delitos, derogó en 

conjunto las disposiciones anteriores1. 

 

Así las cosas, el artículo 11 de la Ley 733 de 2002, dejó 

de ser aplicable a partir de la entrada en vigencia de las Leyes 

890 y 906 de 2004 por operar una derogatoria tácita, 

hermenéutica que se sostuvo hasta cuando la Ley 1121 de 

2006 la reprodujo, con las diferencias de que en la nueva 

normativa se excluyó el delito de secuestro simple y se 

incluyó el de financiación del terrorismo. 

 

                                                           
1En ese mismo sentido ver las providencias CSJ SP, 14 Mar. 2006, rad. 24052, CSJ 
SP, 1° Jun. 2006, rad. 24764, CSJ SP, 6 Jul. 2006, rad. 24230 y CSJ SP, 18 Jun. 

2008, rad. 29808, entre otros. 
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En el asunto examinado, acorde con las anteriores 

consideraciones, las autoridades judiciales accionadas en los 

autos del 2 de diciembre de 2019, 25 de febrero y 17 de marzo 

de 2020 no aplicaron la Ley 733 de 2002. Sin embargo, 

negaron el subrogado de la libertad condicional, con sustento 

en el artículo 64 de la Ley 599 de 2000, modificado por el 

artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, pues en su criterio era la 

modificación más favorable a los intereses de FÉLIX 

ANTONIO TORRES VALLEJO. 

 

Así las cosas, pasaron por alto que habiéndose 

cometido la conducta el 25 de marzo de 2002, esto es, antes 

de la entrada en vigencia de la Ley 890 de 2004 (1º Ene. 

2005), la norma llamada a gobernar el asunto y que resulta 

más favorable a la parte actora, es el artículo 64 de la Ley 

599 de 2000, en su redacción original. 

 

Lo anterior, porque exige para la concesión de la 

libertad condicional el cumplimiento de las tres quintas 

partes de la condena y buena conducta en el establecimiento 

carcelario. Por el contrario, el artículo 5º de la Ley 890 de 

2004, contempla además del segundo condicionamiento, «la 

previa valoración de la gravedad de la conducta punible», 

cuando haya purgado las dos terceras partes de la pena. En 

todo caso su otorgamiento está supeditado al pago total de la 

multa y la reparación a la víctima. 

 

Ahora bien, la exigencia referida a «la previa valoración 

de la gravedad de la conducta punible» fue replicada en las 
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variaciones incorporadas con las Leyes 1453 de 2011 y 1709 

de 2014. Esta última normativa, además, incluyó el 

cumplimiento de las tres quintas partes de la pena como 

presupuesto para la concesión del subrogado de la libertad 

condicional, disminuyendo el presupuesto de las dos terceras 

partes previsto en las Leyes 890 de 2004 y 1453 de 2011.  

 

En ese orden de ideas, la Sala concluye que la norma 

invocada por la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá y 

el Juzgado 28 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

de esta ciudad, no le es aplicable a FÉLIX ANTONIO TORRES 

VALLEJO y, además, le resulta desfavorable, lo que 

constituye un defecto material o sustantivo que habilita la 

protección constitucional frente a decisiones de naturaleza 

jurisdiccional. 

 

Por tal razón, en esta oportunidad, tal y como se ha 

realizado en casos similares en las sentencias CSJ 

STP18405-2016, CSJ STP1623-2017 y CSJ STP16956-2018, 

esta Sala amparará el derecho fundamental al debido 

proceso. 

 

En consecuencia, se dejarán sin efectos las decisiones 

judiciales emitidas el 2 de diciembre de 2019, 25 de febrero 

y 17 de marzo de 2020 por el Juzgado 28 de Ejecución de 

Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá y la Sala Penal del 

Tribunal Superior del mismo distrito judicial y se ordenará al 

Juzgado de Penas que, dentro del término de 10 días 

contados a partir de la notificación de esta providencia, emita 
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una nueva decisión acatando lo dispuesto en el presente 

pronunciamiento judicial. 

 

Ahora bien, lo anterior no significa la indefectible 

concesión del subrogado pretendido. Lo que se exige al 

Juzgado 28 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Bogotá, es la debida aplicación de la norma al caso concreto, 

en atención a los principios de legalidad y favorabilidad, lo 

cual le permitirá adoptar la determinación que en derecho 

corresponda. 

 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión de Tutelas #2 de la 

Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, 

administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

1. AMPARAR el derecho fundamental al debido 

proceso invocado por FÉLIX ANTONIO TORRES VALLEJO y, 

por ende, DEJAR sin efectos las providencias proferidas el 2 

de diciembre de 2019 y 25 de febrero de 2020 por el Juzgado 

28 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, 

así como el auto del 17 de marzo de 2020 emitido por la Sala 

Penal del Tribunal Superior del mismo distrito judicial.  

 

2. En consecuencia, ORDENAR al Juzgado 28 de 

Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá que, 

dentro del término de 10 días contados a partir de la 
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notificación de esta providencia, emita una nueva decisión 

acatando lo dispuesto en el presente fallo. 

 

3. NOTIFICAR esta providencia de conformidad con 

el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.  

 

4. De no ser impugnada esta determinación, 

REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
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NUBIA YOLANDA NOVA GARCÍA 
Secretaria 




















































